Defensor del Pueblo de la Nación- Argentina

Informe Defensor del Pueblo de la Nación. “Solicitud de contribuciones: Diseño y aplicación efectiva de estrategias de vivienda basadas en un enfoque de derechos humanos”.  
En Argentina el derecho a una vivienda adecuada es un derecho fundamental contemplado expresamente por la reforma Constitucional de 1994, la que además otorga jerarquía constitucional a tratados internacionales de derechos humanos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales (art. 75 inc. 22 Carta Magna), por eso, que debe entenderse como complementario a todos los derechos reconocidos en la Constitución. 

En el ámbito normativo interno aún no se ha promulgado una Ley Nacional marco sobre el derecho a la vivienda adecuada, perdiendo estado parlamentario la mayoría de los proyectos de leyes presentados.
 Continúa, así, el Sistema Federal de Vivienda (FONAVI) regulado por Ley Nº 24.464, complementario de los nuevos Planes Nacionales de Vivienda (PNV) y Hábitat (PNH). Del mismo modo, continúan vigentes algunas leyes que abordan temas relativos, tales como las Nros. 21.499, 24.374 y 14.394.
En materia de desalojos aún está pendiente la creación de instrumentos legales que incorporen los estándares internacionales en esta materia. 
En relación a las comunidades indígenas, se encuentra en debate una nueva prórroga de la Ley Nº 26.160 ya prorrogada por la Ley Nº 26.894
, que contempla la emergencia en materia de posesión y propiedad de las tierras que tradicionalmente ocupan dichas comunidades y suspende la ejecución de sentencia, toda vez que no se ha concluido con el Relevamiento Territorial establecido por dicha ley.

En cuanto a la justiciabilidad del derecho a la vivienda adecuada, en 2012 la CSJN se pronunció por primera vez favorablemente en el caso “Q. S. Y c/ Gobierno de CABA s/ amparo”,
 señalando que en la CN se reconoce el derecho de acceso a una vivienda digna y el deber de protección de sectores especialmente vulnerables, habilitando la vía de amparo -como medio expedito y ágil-, para garantizar ese acceso y protección ante situaciones de extrema vulnerabilidad. Luego sucedieron otros fallos de Tribunales inferiores en esa línea. La onerosidad del patrocinio jurídico privado y la escasez de patrocinio jurídico gratuito constituyen un obstáculo para acceder a la vía judicial, máxime cuando los afectados conforman el sector más vulnerable de la sociedad.
De acuerdo al CENSO 2010
, única fuente de datos oficiales en materia habitacional a nivel nacional, 2.234.709 personas habitaban en viviendas deficitarias y en situación de tenencia irregular, representando el 6% de la población total de hogares en el país. Respecto a los servicios básicos, 32.777.819 de personas disponen de agua de red, 19.381.029 poseen servicio de desagüe cloacal y 20.300.572 tienen acceso al servicio de gas de red (gas natural).
Como fuente estadística privada, aunque no cotejable con la anterior, se destaca el último informe del Barómetro de la Deuda Social Argentina (UCA)
, que observa un leve efecto positivo de la inversión en materia social e infraestructura urbana, se registra un estancamiento en los estratos más bajos -urbanizaciones informales-, el 12 % de los hogares urbanos habitan viviendas en situación de tenencia irregular y el 11,8% en viviendas precarias, con un hacinamiento del 20% de los hogares situados en villas o asentamientos precarios. 

Al 2016 el Estado reconoció un déficit habitacional de 3,8 millones de hogares, de los cuales, se estima que el 56% corresponde a un déficit cualitativo (2.100.000) y el 44% al déficit cuantitativo (1.700.000), utilizando como fuente el CENSO 2010
. Si se cuantifica por número de personas, la Secretaria de Vivienda y Hábitat estima que 12 millones de argentinos viven en zonas de vulnerabilidad.
 

En cuanto a los barrios marginales, el Estado Nacional ha coordinado un Relevamiento Nacional de Barrios Populares
 conjuntamente con distintas organizaciones sociales, evidenciando más de 4.229 barrios populares, con diferentes grados de precariedad y hacinamiento, un déficit en el acceso formal a los servicios básicos y una situación dominial irregular en la tenencia del suelo conforme Decreto Nº 358/2017. A la fecha, no se han publicado resultados en relación a la cantidad de familias y personas que habitan en los mismos, constituyendo solamente un mapeo sin otro tipo de datos. Si bien existe una nueva concepción a los efectos de subsanar la vulneración de derechos de quienes habitan en barrios marginales mediante el relevamiento y el PNH, resulta imposible adelantar información porque se encuentran en ejecución. A nivel local existe un proceso de urbanización e integración de las villas de CABA, permitiendo que cada barrio en el marco de la Ley Nº 148 afronte su específica ley de urbanización, tales como Ley Nº 403 en la Villa 1-11-14, entre otras. 
A fin de afrontar este déficit habitacional, a partir de abril de 2016, se evidenció un cambio en la concepción de la vivienda adecuada como componente de un hábitat adecuado. En esa línea se lanzó el PNV y el PNH, lo cual se celebra. Pero la demora en su formalización, que llevó más de un año,
 provocó una parálisis en materia de solución habitacional, habiendo subejecutado el presupuesto previsto para dicho período. En 2017 fue incrementado al 59% ($ 33.955.883.611) aplicables a los nuevos programas: I- Acciones del Programa "Hábitat Nación", II- Acciones de Vivienda y Desarrollo Urbano. Se experimentó un incremento del gasto previsto en el Presupuesto Nacional, en torno al 47%.

El PNV Introduce tres líneas de acción: a) Promoción de la vivienda social dirigida a familias vulnerables, sin acceso al crédito hipotecario, priorizando a aquellos cuyos ingresos no superen dos salarios mínimos vitales y móviles
 ($16.120), b) Acceso al financiamiento para la vivienda
 y c) Asociación público privada para la vivienda, siendo los criterios de elegibilidad la aptitud social, urbanística, constructiva, dominial y financiera.

Asimismo, la Resolución Nº 9E/2017 del Ministerio del Interior, Obras Publicas y Vivienda MIOPyV
, estableció los estándares Mínimos de Calidad para Vivienda de Interés Social, teniendo en cuenta los presupuestos internacionales existentes en materia del derecho a la vivienda adecuada.

El PNH establece como objetivo, universalizar y mejorar el acceso al hábitat en áreas precarias urbanas y en las localidades más vulnerables de todo el país, a través de obras de infraestructura básica, equipamiento comunitario y mejoramiento de la vivienda. Sus intervenciones también impulsan la seguridad en la tenencia mediante la regularización dominial. Dichas intervenciones serán acompañadas por actividades de desarrollo humano y fortalecimiento comunitario
. 

Ambos planes prevén metas pero no plazos para su cumplimiento, sin perjuicio que aún quedan pendientes la aprobación de los manuales de ejecución que tal vez los contemplen; sin embargo, se han anunciado plazos en el informe voluntario de ODS
. 

Desde la puesta en marcha de ambos Planes, se observa una clara orientación pro mercado de la mayoría de los programas sobre tierra y vivienda en el ámbito urbano y una orientación de medidas dirigidas a subsidiar la demanda habitacional fundamentalmente a través del otorgamiento de créditos hipotecarios.
Si bien ello es positivo, lo cierto es que las propuestas crediticias actuales tanto PROCREAR
 (con subsidio del estado al capital), como Créditos UVA
 (capital actualizado según el Coeficiente de Estabilización de Referencia CER) y los créditos hipotecarios tradicionales que favorecen sólo a aquellos que poseen ahorros previos entre el 5% y el 30% del valor de la propiedad, quedando excluidas por incapacidad de ahorro gran parte de la población, teniendo en cuenta que la mitad percibe ingresos formales de $8.500
, los trabajos informales, los mayores de 55 años y los jubilados.

Por otra parte resulta necesario destacar la escasa participación que se le ha dado a la sociedad civil (sólo mesas de diálogo) e inclusive a esta Defensoría, que ni siquiera ha sido invitada al proceso de diseño y construcción de ambos Planes. En el PNH se promueve la participación ciudadana y el fortalecimiento comunitario, sin que existan mecanismos previstos para la etapa de implementación. No obstante, en algunos casos concretos, se ha intentado generar espacios de participación en políticas públicas habitacionales como por ejemplo asambleas barriales en ocasión de llevarse a cabo la urbanización de barrios marginales, o bien para las relocalizaciones de las viviendas linderas al rio en el marco del saneamiento de la cuenca Matanza-Riachuelo, etc. 

Se destaca que ambos planes prevén metodologías de rendición de cuentas y control conforme la normativa vigente en el MIOPyV con las particularidades previstas en cada convenio particular.

A nivel nacional, contamos con mecanismos de control, de carácter interno (unidades de control interno de los ministerios, Sindicatura General de la Nación y Oficina Anticorrupción) o externo (Auditoría General de la Nación y esta Institución), sin dejar de mencionar el rol activo que ejercen las distintas ONGs en el monitoreo de las políticas públicas a través del análisis del presupuesto público y los informes de ejecución. Esta Defensoría, en el marco del Programa Institucional ODS Agenda 2030, realiza investigaciones de seguimiento de políticas públicas en materia habitacional tendientes a cumplir con el objetivo 11.
Recientemente, entró en vigencia la Ley Nº 27.275 de acceso a la información pública, herramienta indispensable para garantizar dicho derecho, como promover la participación ciudadana y la transparencia en la gestión pública. Aun el MIOPyV, encargado de llevar adelante los Planes, no ha adecuado su página web a las previsiones de la citada ley.
Volviendo al PNV, prevé la promoción de alquiler social, sin embargo a la fecha no se encuentra implementado. 
En este orden de ideas, podemos advertir que el Estado no cuenta con una política nacional orientada a garantizar el acceso justo al alquiler residencial, teniendo en cuenta que el alquiler ha sido la forma de tenencia que más creció en los últimos años. Si bien la reforma del CCCN realizó pequeñas modificaciones vinculadas a alquileres, no reflejó un progreso en la protección de los inquilinos teniendo como consecuencia el fortalecimiento de un mercado de alquileres alternativo e informal en las villas. Actualmente poseen estado parlamentario distintos Proyectos de Leyes, orientados a establecer condiciones de contratación justa y equilibrada para los alquileres. En el ámbito local, se destaca la reciente legislación de CABA por medio de la cual se contemplan beneficios a favor de los inquilinos, como la restricción a las comisiones inmobiliarias entre otros.
En materia de regulación de suelo, desde 2011 no se ha modificado la situación advertida por la Relatora Especial de Naciones Unidas. El encarecimiento del valor de las propiedades y de los impuestos asociados a las mismas no cambió desde aquella oportunidad, resultando en la continuidad, la tendencia a los desalojos de ocupantes precarios y sectores de escasos recursos y su desplazamiento hacia las periferias. Se agrava la situación, con la venta de tierra pública a través de Distintos Decretos sin aprobación del Congreso Nacional
. 
Conclusiones

Si bien recientemente han existido grandes avances, el Estado tendría que destinar más fondos para construir y mejorar viviendas sociales subsidiando a las personas de más bajos recursos y mejorar el hábitat de los miles de asentamientos en los que la pobreza y la marginalidad se manifiestan en todas sus formas. Ampliar los beneficiarios actuales de las líneas de crédito. Incluir la perspectiva de género en los programas habitacionales y poner sus mayores esfuerzos en la asistencia a los grupos más vulnerables. 

Por otra parte, es necesario un marco normativo a nivel nacional de vivienda adecuada, desalojos acorde a los estándares internacionales, ordenamiento territorial y uso del suelo, regulación de alquileres y políticas públicas que incidan en la oferta y garanticen la satisfacción del derecho a una vivienda adecuada para evitar las prácticas abusivas del mercado inmobiliario y disminuir así los mercados de alquiler informal y al hacinamiento. 
�� HYPERLINK "http://www.hcdn.gob.ar/proyectos/proyectoTP.jsp?exp=5799-D-2015" �http://www.hcdn.gob.ar/proyectos/proyectoTP.jsp?exp=5799-D-2015� Proyecto de Ley que pierde estado Parlamentario el 30/11/2017.


� Expira el próximo 23/11/2017.


�� HYPERLINK "http://www.cij.gov.ar/nota-9003-Derecho-a-la-vivienda--la-Corte-orden--a-la-Ciudad-poner-fin-a-la-situaci-n-de-calle-de-una-madre-y-su-hijo-discapacitado.html" �http://www.cij.gov.ar/nota-9003-Derecho-a-la-vivienda--la-Corte-orden--a-la-Ciudad-poner-fin-a-la-situaci-n-de-calle-de-una-madre-y-su-hijo-discapacitado.html� 


� INDEC Censo Nacional de Población, Hogares y Vivienda 2010 Argentina pág. 220/222.


�� HYPERLINK "http://www.uca.edu.ar/uca/common/grupo68/files/2017-Observatorio-Desarrollo-Humano-Integracion-Social-Anexo-Estadistico.pdf" �http://www.uca.edu.ar/uca/common/grupo68/files/2017-Observatorio-Desarrollo-Humano-Integracion-Social-Anexo-Estadistico.pdf� Serie del Bicentenario 2010-2016/ año VII. Pág. 35-40.


� � HYPERLINK "https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/interior_informe_nacional_republica_argentina_onu_0.pdf" �https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/interior_informe_nacional_republica_argentina_onu_0.pdf�. Pág. 57 6.2.


� � HYPERLINK "https://www.mininterior.gov.ar/viviendayhabitat/vivienda-habitat.php" �https://www.mininterior.gov.ar/viviendayhabitat/vivienda-habitat.php�


� � HYPERLINK "http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/275000-279999/275037/norma.htm" �http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/275000-279999/275037/norma.htm� 


� Resolución 122-E/2017 MIOPyV � HYPERLINK "http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/270000-274999/272840/norma.htm" �http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/270000-274999/272840/norma.htm� 


� � HYPERLINK "http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/260000-264999/261591/norma.htm" �http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/260000-264999/261591/norma.htm�


� � HYPERLINK "http://www.argentina.gob.ar/procrear" �www.argentina.gob.ar/procrear�  


� � HYPERLINK "http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/275000-279999/276620/norma.htm" �http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/275000-279999/276620/norma.htm� 


� � HYPERLINK "https://www.mininterior.gov.ar/viviendayhabitat/subsecretaria-habitat.php" �https://www.mininterior.gov.ar/viviendayhabitat/subsecretaria-habitat.php�


� � HYPERLINK "http://www.odsargentina.gob.ar/public/documentos/seccion_publicaciones/ods/ivn__16-06_.pdf" �http://www.odsargentina.gob.ar/public/documentos/seccion_publicaciones/ods/ivn__16-06_.pdf� Pág. 68 y 74.


� � HYPERLINK "https://www.argentina.gob.ar/procrear" �https://www.argentina.gob.ar/procrear�


� Ley Nº 27.271 y Circular del Banco Central de la Republica Argentina A5945 y A6069. En el caso de los créditos UVA se observan algunas particularidades, por ejemplo que el monto de la cuota a pagar puede incrementarse significativamente, en contextos de alta y sostenida inflación y de producirse una pérdida del valor adquisitivo como producto del deterioro de los ingresos (salarios), la cuota pasaría a representar un costo mayor sobre los ingresos de las familias.


� Informe sobre distribución de ingresos correspondiente al tercer trimestre 2016 INDEC elaborado a partir de la encuesta de hogares permanentes.


� � HYPERLINK "http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/260000-264999/264892/texact.htm" �http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/260000-264999/264892/texact.htm�    


� Decretos Nros. 952/2016, 1064/2016, 1173/2016 y 153/2017.





